DERECHO A LA SALUD DE PERSONA INVÁLIDA/ Inaplicación del plan de beneficios para ordenar el suministro de pañales y suplemento vitamínico/ Deber de practicar la visita domiciliaria prescrita por el médico tratante/ Procedencia del tratamiento integral respecto de los servicios que se lleguen a requerir para el manejo de la patología que dio origen a la tutela/ Recobro trámite ajeno al sistema de salud de las fuerzas militares y que al ser de carácter interadministrativo no es de resorte del juez de tutela
“(…) las dolencias que afectan la salud de la señora María Rubiela Calvo le impiden movilizarse y valerse por sí misma, lo cual permite inferir que la falta de suministro de pañales y demás insumos propios de su uso, afecta sus derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas, sin que pueden ser reemplazados por otros que hagan parte del plan de beneficios que le ofrece la entidad demandada.

(…) con fundamento en el principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución Nacional, puede presumirse que acudieron a la tutela para obtenerlos porque carecen de medios económicos para sufragar su costo y en razón a que de acuerdo con los documentos que se aportaron con la solicitud de amparo, es la demandante sujeto de especial protección (…) mujer de setenta y seis años de edad, inválida y afectada por graves enfermedades, sin que de otro lado, la entidad accionada haya demostrado que cuentan con medios económicos para obtenerlos. 

Además, que adopte las medidas del caso para que se realice la visita médica domiciliaria ordenada por el doctor Gabriel Felipe Galindo (…) respecto de la cual se dijo en la demanda que ordenada por el médico tratante, aun no se ha realizado, sin que tal hecho haya sido controvertido en el plenario.

“(…) como no se puede partir de la presunción de que las entidades demandadas se abstendrán de garantizar los servicios médicos que ha de requerir el demandante, y al desconocer qué tratamiento será el que llegue a necesitar, ha adoptado una posición intermedia que asegura la protección de los derechos reclamados, sin lesionar aquellos de que es titular la entidad prestadora de servicios de salud y así ha dispuesto que ese tratamiento integral se garantice respecto de la enfermedad por la que se prodigó el amparo constitucional, siguiendo de cerca la jurisprudencia que también lo ha ordenado para obtener la continuidad en el servicio y como mecanismo que busca restablecer la salud de la persona que resultó afectada en tal derecho (…)
Lo relacionado con la autorización para que la Dirección de Sanidad de la Policía pueda realizar el respectivo recobro frente al Ministerio de Protección Social, Fondo de Solidaridad y Garantías, además de que no es asunto que deba ser resuelto por vía de tutela, no procede en el caso concreto porque el régimen en salud al que se encuentra afiliada la accionante no se rige por la ley 100 de 1993 y por tanto, ni siquiera gozan de tal facultad.”

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-959 de 2010 T-859 de 2014 y T-226 de 2015.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, agosto once (11) de dos mil dieciséis (2016)


Acta No. 381 de 11 de agosto de 2016

Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00740-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora María Carmenza Vega Calvo, en calidad de agente oficiosa de su señora madre María Rubiela Calvo Vélez, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda, a la que fue vinculada la Dirección de Sanidad Militar de la Policía Nacional y la IPS Medifarma.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató la actora los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Su señora madre de setenta y siete años de edad, sufrió un derrame cerebral hace aproximadamente un año; dos meses atrás sufrió otro accidente neurovascular que la dejó paralizada; estuvo hospitalizada hasta el pasado 1º de julio, cuando le dieron de alta con condiciones médicas restringidas y bajo observación rigurosa; está diagnosticada con síndrome apopléjico de tallo encefálico y trastornos de digestión; catalogada como paciente crónico y además es insulino-dependiente.
1.2 Dada la situación de salud de la paciente, el doctor Gabriel Felipe Galindo, Coordinador Referencia y Contrareferencia de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda, ordenó visita médica domiciliaria y expidió la orden de servicios a la IPS Medifarma, sin que esto se haya cumplido.
1.3 La citada señora permanece inmóvil, hay que cambiarla de posición cada hora para que no se lesione la piel; por medio de sonda le suministran los medicamentos y soporte nutricional y dada su postración, requiere del uso de pañales y protección antipañalitis, cada día deben comprar hasta seis, talla L.
2.- Considera lesionados los derechos a la salud, vida digna e integridad personal de su agenciada y para su protección solicita se ordene a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda el suministro de pañales, guantes, crema antipañalitis y pañitos húmedos, necesarios para la atención de la paciente. Igualmente se ordene un tratamiento integral y se realicen las gestiones correspondientes ante la IPS Medifarma para que practique la visita médica domiciliaria.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Mediante proveído del pasado 29 de julio se admitió la acción y se ordenó vincular a la Dirección de Sanidad Militar de la Policía Nacional y a la IPS Medifarma. 
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Director de Sanidad de la Policía Nacional, Coronel Hugo Casas Velásquez, empezó por explicar la naturaleza de la que participa dicha entidad, sus funciones, la normatividad que la rige y su estructura orgánica interna, para finalmente concluir que el presente asunto es competencia del Área de Sanidad de Risaralda, liderada por la señora Capitana Ivonne Johana Hernández Rodríguez y que cualquier requerimiento debe ser remitido directamente a tal dependencia.

2.2 Esta última funcionaria, al ejercer su derecho de defensa, manifestó que los pañales, pañitos, cremas y demás insumos, deben ser solicitados por el usuario, previa orden del médico tratante ya que no se encuentran incluidos en el acuerdo 042 de 2005.

Hizo referencia a las funciones de la Dirección de Sanidad, a la normatividad del sistema de salud de las fuerzas militares y de la Policía Nacional y al deber de atender el principio de legalidad o primacía de la ley, fundamental del derecho público, para concluir que disponer del presupuesto de la entidad en emolumentos diferentes a la prestación de los servicios de salud, constituye una evidente violación de las normas constitucionales y legales que la rigen.

Afirmó que la actuación desplegada por esa entidad se ha ajustado a las disposiciones especiales que regulan la prestación de los servicios de sanidad en el sistema de salud de las fuerzas militares y de la policía nacional, ya que se le están brindado todos aquellos en salud que requiere la accionante y por ende, no procede la acción de tutela.
Solicitó se niegue por improcedente la acción de tutela; en subsidio, se autorice a la Dirección de Sanidad de la Policía realizar el respectivo recobro al FOSYGA, teniendo en cuenta que el insumo no se encuentra incluido en el plan de servicios de sanidad militar y policial. 

3.- La IPS Medifarma guardó silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S

1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2.- La promotora de la acción está legitimada para agenciar los derechos de que es titular su señora madre María Rubiela Calvo Vélez en razón al grave estado de salud en que se encuentra, del que dan cuenta los documentos médicos aportados con la demanda, en los que se dice que presenta deterioro cognitivo moderado y deterioro neurológico; tiene diagnósticos de accidente vascular encefálico, infarto cerebral debido a trombosis, enfermedad cerebrovascular, con trastornos de la ingestión de alimentos, insulinorequiriente
. 
En esas condiciones, puede afirmarse con toda seguridad que se encuentra impedida para ejercer su propia defensa.

3.- Considera la citada señora lesionados los derechos a la salud, vida digna e integridad personal de su agenciada, ante la negativa de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional en suministrar los pañales, guantes, crema antipañalitis y pañitos húmedos que requiere, dadas sus condiciones de salud.

4.- De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional que desde hace algún tiempo modificó su criterio anterior, la salud es un derecho de carácter fundamental y autónomo y para que proceda su amparo por vía de tutela no necesariamente debe estar en conexidad con otro que participe de la misma naturaleza. 
5.- Corresponde a esta Sala determinar si los derechos de la accionante han sido vulnerados por la entidad demandada o las demás vinculadas, al no suministrarle los insumos que en otro aparte de esta providencia se mencionaron.
6.- La accionante se encuentra afiliada al Sistema de Salud de las Fuerzas Militares
 que regula el Decreto 1795 de 2000, que en el artículo 27 dispone: 

“Todos los afiliados y beneficiarios al SSMP, tendrán derecho a un Plan de Servicios de Sanidad en los términos y condiciones que establezca el CSSMP. Además cubrirá la atención integral para los afiliados y beneficiarios del SSMP en la enfermedad general y maternidad, en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación. Igualmente tendrán derecho a que el SSMP les suministre dentro del país asistencia médica, quirúrgica, odontológica, hospitalaria, farmacéutica y demás servicios asistenciales en Hospitales, Establecimientos de Sanidad Militar y Policial y de ser necesario en otras Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.”

7.- Los pañales, guantes, pañitos húmedos y cremas antipañalitis no están incluidos en el listado del anexo No. 1 del acuerdo 052 de 2013, por medio del cual se establece el Manual Único de Medicamentos y Terapéutica para el SSMP. 

No obstante, en su jurisprudencia, la Corte Constitucional ha trazado las reglas para que el juez de tutela inaplique las normas que regulan los planes de salud obligatorios cuando se recomienda alguno por fuera de él.  Al respecto ha indicado:

“Para determinar aquellos casos concretos en los que la entidad promotora de salud deberá otorgar la prestación requerida, aun cuando se encuentre excluida del POS, esta Corporación ha establecido los siguientes requisitos, los cuales, como ya se dijo, fueron igualmente reiterados en la reciente Sentencia C-313 de 2014:
 
“(i) [Que] la falta del servicio médico vulnere o amenace los derechos a la vida y a la integridad personal de quien lo requiere;
 
(ii) [Que] el servicio no pueda ser sustituido por otro que se encuentre incluido en el plan obligatorio;
 
(iii) [Que] el interesado no pueda costearlo directamente, (…) y [que] no pueda acceder a [dicho] servicio por otro plan distinto que lo beneficie; y
 
(iv) [Que] el servicio médico haya sido ordenado por un médico adscrito a la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio”

La misma Corporación ha ordenado, a pesar de no mediar la orden del médico tratante, la entrega de pañales desechables, no incluidos en el plan de beneficios, cuando estén relacionados íntimamente con la dignidad de la persona y se cumplan los demás requisitos señalados en la jurisprudencia anterior.  

Así en la misma sentencia traída a colación, expresó:

“Por lo demás, en lo que respecta al suministro de pañales desechables, la Corte ha indicado que por tratarse de un servicio expresamente excluido del POS, es necesario que se acrediten los requisitos previamente expuestos. No obstante, en algunos casos excepcionales, se ha ordenado su entrega sin prescripción médica, cuando las circunstancias ameritan que se autorice su suministro, siempre que se cumplan con estos dos requisitos:
 
(i) Que se evidencie la falta de control de esfínteres, derivada de los padecimientos que aquejan a la persona, o la imposibilidad de ésta para moverse sin la ayuda de otra. De comprobarse esta afectación, los pañales serían el único elemento apropiado para garantizar la calidad de vida del paciente.
 
(ii) Que se pueda probar que tanto el paciente como su familia no cuentan con la capacidad económica para sufragar el costo de los pañales desechables.
 
3.3.3. En consecuencia, en aras de garantizar el derecho a la vida digna de los pacientes que demandan el suministro de pañales desechables, se ha autorizado excepcionalmente su entrega sin orden médica, cuando la persona padece de alguna enfermedad que evidencie la necesidad de su suministro y el solicitante y su familia se encuentran en condiciones económicas precarias, con miras a poder sufragar su costo”

Tales requisitos se satisfacen en el caso concreto.

En efecto, de acuerdo con la historia clínica que se aportó con la demanda, las dolencias que afectan la salud de la señora María Rubiela Calvo le impiden movilizarse y valerse por sí misma, lo cual permite inferir que la falta de suministro de pañales y demás insumos propios de su uso, afecta sus derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas, sin que pueden ser reemplazados por otros que hagan parte del plan de beneficios que le ofrece la entidad demandada.

En relación con la falta de recursos de la paciente y de su familia para sufragar los costos de los productos solicitados, aunque al respecto, de manera concreta nada se dijo en el escrito por medio del cual se promovió la acción, puede presumirse que de ellos carecen, en razón a que consideran que reúnen los requisitos para obtenerlos por vía de tutela, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional que les sirve de sustento para elevar las pretensiones, dentro de los cuales citan el que es objeto de análisis. Además, con fundamento en el principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución Nacional, puede presumirse que acudieron a la tutela para obtenerlos porque carecen de medios económicos para sufragar su costo y en razón a que de acuerdo con los documentos que se aportaron con la solicitud de amparo, es la demandante sujeto de especial protección, por trarse de una mujer de setenta y seis años de edad, inválida y afectada por graves enfermedades, sin que de otro lado, la entidad accionada haya demostrado que cuentan con medios económicos para obtenerlos. 

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:
“5.1. Sobre la falta de recursos económicos del afiliado y su familia, esta Colegiatura ha indicado que pueden emplearse todos los medios de prueba consagrados en el Código de Procedimiento Civil, siempre que su aplicación sea compatible con la naturaleza informal y sumaria del recurso de amparo. En tal sentido, frente a la incapacidad económica para asumir ciertas prestaciones médicas, se “ha acogido el principio general establecido en nuestra legislación procesal civil, referido a que incumbe al actor probar el supuesto de hecho que permite la consecuencia jurídica de la norma aplicable al caso, excepto los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas, las cuales no requieren prueba. En este sentido, la Corte Constitucional ha entendido que el no contar con la capacidad económica es una negación indefinida que no requiere ser probada y que invierte la carga de la prueba en el demandado, quien deberá demostrar lo contrario”. Con todo, esta interpretación se ve reforzada por la aplicación del principio de buena fe que impera en los procesos judiciales y con mayor razón, tratándose de la protección urgente de derechos fundamentales, en la acción de tutela.

Esta inversión probatoria, obedece principalmente a la capacidad que en estos casos tienen las entidades demandadas- EPS y ARS- de controvertir las negaciones formuladas por los usuarios en relación con su incapacidad económica, en tanto que aquellas conservan en sus registros, información referente a la condición socioeconómica de sus afiliados. Por este motivo, la inactividad procesal de estas aseguradoras, hace que las declaraciones presentadas por un accionante se tengan como prueba suficiente de su carencia de fondos para costear lo pretendido.

5.2. Por otra parte, la Corte ha encontrado que ante la ausencia de otras fuentes probatorias, situaciones“(…) como el desempleo, la afiliación al Sistema de seguridad social en salud en calidad de beneficiario y no de cotizante, pertenecer al grupo poblacional de la tercera edad o tener ingresos mensuales equivalentes a un salario mínimo legal mensual(…)”
, pueden ser considerados como prueba idónea de la falta de recursos del peticionario para acceder a los servicios de salud, principalmente a los no POS…”
 
8.- De acuerdo con lo expuesto, se concederá el amparo reclamado. En consecuencia, se ordenará a la Jefe Seccional Sanidad Risaralda (E), o a quien haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de este fallo, empiece a suministrar a la demandante pañales desechables, guantes, pañitos húmedos y crema antipañalitis, en la cantidad que lo requiera.

9.- Además, que adopte las medidas del caso para que se realice la visita médica domiciliaria ordenada por el doctor Gabriel Felipe Galindo, Coordinador Referencia y Contra referencia de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda
, respecto de la cual se dijo en la demanda que ordenada por el médico tratante, aun no se ha realizado, sin que tal hecho haya sido controvertido en el plenario.
Tal orden no se impondrá a la IPS Medifarma porque es la Jefe Seccional Sanidad Risaralda la encargada de garantizar ese servicio y porque no hay constancia de que se le haya solicitado prestarlo, pues de la copia de la autorización dirigida a dicha IPS, no puede inferirse que se recibió en esa entidad.
10.- En lo que tiene que ver con el tratamiento integral solicitado, ha dicho la jurisprudencia:

“En cuanto principio de integralidad, la Corte Constitucional ha manifestado la atención a la salud debe ser integral y comprende todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes de diagnóstico y seguimiento así como todo cubrimiento que el médico tratante estime necesario para el restablecimiento de la salud del paciente. Este principio comprende dos dimensiones, una relacionada con la atención integral de la garantía al derecho de la salud que se proyecta en diferentes dimensiones de acuerdo a las necesidades de la persona, valga decir requerimientos de orden psicológico, educativo, psiquiátrico, terapéutico entre otros. Y una segunda dimensión orientada al cubrimiento clínico médico necesario para mitigar el estado de salud de un paciente en particular.   

 

Específicamente ha indicado esta Corporación en las sentencias T-170/00, T-133/01, T-111/03, T-062/06, T-518/06, T-492/07 entre otras, que han tratado el principio de intregralidad en los servicios médicos, lo siguiente: 

 

“(…) La atención y el tratamiento a que tienen derecho el afiliado cotizante y su beneficiario son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de droga, intervención quirúrgica, práctica de rehabilitación, examen para el diagnóstico y el seguimiento, y todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento del estado de salud del paciente que se le ha encomendado, dentro de los límites establecidos en la ley”. 
Así pues, el principio de integralidad es uno de los criterios aplicados por la Corte Constitucional para decidir sobre asuntos referidos a la protección del derecho constitucional a la salud. De conformidad con él, las entidades que participan en la prestación médico asistencial de servicios de salud ya sea en el cubrimiento de planes adicionales de salud o de los servicios médicos incluidos en el POS, deben brindar un cubrimiento de todas las contingencias que afecten la salud de los afiliados y servicios médicos necesarios para concluir los tratamientos previamente iniciados.  

De acuerdo con los argumentos expuestos, tenemos entonces que la atención integral se refiere entonces al tratamiento y rehabilitación de la persona enferma, en general todas las prestaciones necesarias para restablecer el estado de salud afectado...”
.
Esta Sala ha sostenido de manera reiterada que las órdenes de carácter genérico no proceden en materia de tutela, en virtud de que el artículo 86 de la Constitución Política la concibió como mecanismo excepcional de protección y con la finalidad exclusiva de otorgar amparo directo, efectivo e inmediato a los derechos fundamentales de las personas frente a vulneraciones concretas de que puedan ser objeto.

En esas condiciones, como no se puede partir de la presunción de que las entidades demandadas se abstendrán de garantizar los servicios médicos que ha de requerir el demandante, y al desconocer qué tratamiento será el que llegue a necesitar, ha adoptado una posición intermedia que asegura la protección de los derechos reclamados, sin lesionar aquellos de que es titular la entidad  prestadora de servicios de salud y así ha dispuesto que ese tratamiento integral se garantice respecto de la enfermedad por la que se prodigó el amparo constitucional, siguiendo de cerca la jurisprudencia que también lo ha ordenado para obtener la continuidad en el servicio y como mecanismo que busca restablecer la salud de la persona que resultó afectada en tal derecho. Así entonces, se procederá.
11.- Lo relacionado con la autorización para que la Dirección de Sanidad de la Policía pueda realizar el respectivo recobro frente al Ministerio de Protección Social, Fondo de Solidaridad y Garantías, además de que no es asunto que deba ser resuelto por vía de tutela, no procede en el caso concreto porque el régimen en salud al que se encuentra afiliada la accionante no se rige por la ley 100 de 1993 y por tanto, ni siquiera gozan de tal facultad. Al respecto dijo la Corte Suprema de Justicia en sede de tutela: 

“El sistema de salud al cual pertenece el afiliado se pertenece al régimen de excepciones previsto en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, lo cual implica que de dicha normatividad están excluidos los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, quienes cuentan con un régimen de salud distinto al Sistema Integral de Seguridad Social que rige la función que debe llevar a cabo el Fosyga por intermedio del Ministerio de Protección Social. 

En efecto, la Corte en decisión anterior afirmó que “el sistema de salud que presta la Dirección de Sanidad de Policía Nacional no está regido por la previsto en la Ley 100 de 1993, y para los fines anhelados en ese sistema existen los llamados “fondos cuenta”, situación que le impide repetir o reclamar frente al Fondo de Solidaridad y Garantía, el reembolso o el reintegro de las sumas que deba asumir para la realización del citado procedimiento”. (sentencia 5 de marzo de 2008, exp. 6800122130002007-00391-01). 

En consecuencia, la decisión objeto de reclamo será revocada parcialmente, en el sentido propuesto por el recurrente. Así las cosas, no se autoriza a la entidad accionada el recobro del medicamento Risendronato en tabletas de 25 mg ante el Fosyga, por los motivos anteriormente expuestos...”
 

12.- Se declarará improcedente el amparo solicitado frente a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional por falta de legitimación en la causa por pasiva, ya que no es esa entidad la competente para autorizar los insumos que se ordenó suministrar a la accionante.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO.- CONCEDER la tutela reclamada para proteger los derechos a la salud y a la vida digna de la señora María Rubiela Calvo Vélez. 

SEGUNDO.- ORDENAR a la Capitana Nancy Cardozo Díaz, Jefe Seccional Sanidad Risaralda (E), o a quien haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de este fallo, empiece a suministrar a la demandante pañales desechables, guantes, pañitos húmedos y crema antipañalitis, en las cantidades que la paciente lo requiera y se practique la visita médica domiciliaria que requiere. Además, se ordena brindarle un tratamiento integral para sus actuales patologías, en los términos que dispongan sus médicos tratantes, estén o no incluidos en el plan de servicios de sanidad militar y policial, hasta tanto se reestablezca su salud.
TERCERO.- Declarar improcedente el amparo solicitado frente a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional y negarlo en relación con la IPS Medifarma.
CUARTO.- Notifíquese esta providencia a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,
                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



      (con aclaración de voto)
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver folios 3 a 20


� Así lo acredita la copia del documento que obra a folio 1


� Sentencia T-226 de 2015.


� Al respecto, ver las siguientes sentencias: T-867 de 2003 (MP: Manuel José Cepeda) y T-861 de 2002 (MP: Clara Inés Vargas Hernández).


� Sentencia T-859 de 2014, MP. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Folio 21.


� Sentencia T-959 de 2010, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.


� Sala de Casación Civil, sentencia del 24 de junio de 2008, MP. Dr. Edgardo Villamil Portilla





PAGE  
1


